
Nº 251/SEC/09

Valparaíso, 2 de abril de 2009.

Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que el

Senado ha dado su aprobación al proyecto de ley, de esa Honorable Cámara,  que

modifica  el  decreto  con  fuerza  de  ley  N°  1,  de  Economía,  de  2005,  referido  al

Tribunal  de  Defensa  de  la  Libre  Competencia,  correspondiente  al  Boletín  

Nº 4.234-03, con las siguientes modificaciones:

Artículo 1°.-

Número 1)

Letra a)

La ha sustituido, por la siguiente:

“a) En el inciso primero, intercálase, entre las palabras

“medidas” y “correctivas”, la expresión “preventivas,”.”.

Letra b)

o o o

Ha intercalado la siguiente letra b-1., nueva:

A S.E.
el Presidente de la

Honorable Cámara de
Diputados



“b-1.  En  su  encabezado,  intercálase,  entre  la  palabra

“competencia” y la coma (,) que le sigue, la frase “o que tienden a producir dichos

efectos”.”.

o o o

Letra b-1.

Ha pasado a ser letra b-2., reemplazada por la siguiente:

“b-2. Sustitúyese la letra a), por la siguiente:

“a) Los acuerdos expresos o tácitos entre competidores,

o las prácticas concertadas entre ellos,  que les confieran poder de mercado y que

consistan  en  fijar  precios  de  venta,  de  compra  u  otras  condiciones  de

comercialización, limitar la producción, asignarse zonas o cuotas de mercado, excluir

competidores o afectar el resultado de procesos de licitación.”.”.

Letra b-2.

Ha pasado a ser letra b-3., sin modificaciones.

Letra b-3.

La ha suprimido.

Número 2)

o o o

Ha intercalado la siguiente letra b), nueva:
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“b) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo:

“No podrá ser elegido como miembro titular o suplente

del  Tribunal,  quien haya desempeñado el  cargo de Fiscal  Nacional  Económico o

cualquier cargo directivo en la Fiscalía Nacional Económica en el año anterior al

inicio  del  concurso  público  de  antecedentes  convocado  para  el  nombramiento

respectivo.”.”.

o o o

Letras b) y c)

Han pasado a ser letras  c)  y d),  respectivamente,  sin

modificaciones.

Letra d)

Ha pasado a ser letra e), sustituida por la siguiente:

“e) Sustitúyese su inciso séptimo, por los siguientes:

“Es  incompatible  el  cargo de  integrante  del  Tribunal

con la condición de:

a) Funcionario público;

b)  Administrador,  gerente,  trabajador  dependiente  de

sociedades  anónimas  abiertas  o  sometidas  a  las  reglas  de estas  sociedades,  como

asimismo, de sus matrices, filiales, coligantes o coligadas, y
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c)  Asesor  o  prestador  de  servicios  profesionales  en

materias que digan relación con la libre competencia a personas naturales o jurídicas

sometidas a la jurisdicción del Tribunal, considerándose también que asesora o presta

servicios  profesionales  si  percibe  cualquier  clase  de  remuneración,  honorario  o

regalía  de  personas  naturales  o  jurídicas  que  asesoran  o  prestan  servicios

profesionales en dichas materias.

Los  ministros  suplentes  sólo  estarán  afectos  a  la

incompatibilidad señalada en la letra c) precedente. 

Las personas que al momento de su nombramiento, o

durante el ejercicio del cargo, ostenten cualquiera de las condiciones señaladas en el

inciso séptimo de este artículo, deberán renunciar a ellas.”.”.

Letra e)

La ha suprimido.

Número 5)

Ha  incorporado,  en  el  artículo  sustitutivo  que  este

numeral propone, el siguiente inciso segundo, nuevo:

 “En el caso de ausencia injustificada, calificada por la

mayoría de los demás miembros del Tribunal, al ministro titular se le descontará un

monto  equivalente  al  50%  de  lo  que  haya  recibido  el  suplente  que  lo  hubiera

reemplazado.”.
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Número 6)

Letra a)

La ha reemplazado, por la que sigue:

 “a) Sustitúyese su inciso segundo, por el siguiente:

“En todo caso, se presume de derecho que el ministro

titular o suplente, según corresponda, también estará inhabilitado cuando:

a) El interés en esa causa sea de su cónyuge o de sus

parientes  hasta  el  tercer  grado  de  consanguinidad  o  segundo  de  afinidad,  o  de

personas que estén ligadas al mismo por vínculos de adopción, o de las empresas o

sociedades  en  las  cuales  estas  mismas  personas  sean  sus  representantes  legales,

mandatarios,  directores,  gerentes  o  desempeñen  otros  cargos  directivos,  posean

directamente o por intermedio de otras personas naturales o jurídicas un porcentaje

del capital de la sociedad superior al 10%, o que les permita elegir o hacer elegir uno

o más de sus administradores, o ejerzan una influencia decisiva en la administración

o gestión de la sociedad según lo dispuesto por el artículo 99 de la ley Nº 18.045, de

Mercado de Valores, y

b) Asesore o preste servicios profesionales a personas

naturales o jurídicas que tengan la calidad de parte en esa causa, o lo haya hecho en

los dos años anteriores a la fecha de ingreso de aquélla o durante la investigación por

parte de la Fiscalía Nacional Económica que la haya originado.”.”.

Letra b)

La ha sustituido, por la siguiente:
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“b) Intercálanse los siguientes incisos tercero y cuarto,

nuevos,  pasando los  actuales  incisos  tercero,  cuarto,  quinto  y sexto a  ser  quinto,

sexto, séptimo y octavo, respectivamente:

“Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  los  incisos  octavo,

noveno y décimo del artículo 6°, será causal de recusación respecto de los integrantes

titulares  o suplentes,  haber  sido asesor o prestador  de servicios  de alguna de las

partes durante el año que preceda a la notificación de la demanda o la publicación del

decreto que ordena la iniciación del procedimiento del artículo 31; la existencia de

relaciones  laborales,  comerciales,  societarias  o  en  comunidades  de  carácter

profesional, con los abogados o asesores de alguna de las partes, o el desempeño o

ejercicio  profesional  en las  mismas dependencias,  oficinas  o inmuebles  con estos

últimos,  aun  cuando  ello  no  revista  participación  en  ingresos  o  el  desarrollo  de

funciones comunes o coordinadas.

Asimismo,  será  causal  de  recusación  que  el  ministro

asesore o preste servicios profesionales a personas naturales o jurídicas que tengan o

hayan tenido en los dos años anteriores a la fecha de ingreso de la causa en cuestión,

la calidad de contraparte de las personas a que se refiere la letra b) del inciso segundo

de este artículo,  en algún proceso judicial  o de negociación comercial,  que pueda

afectar la imparcialidad del ministro.”.”.

Letra c)

Ha reemplazado la voz “quinto” por “sexto”.

Número 7)

Ha  sustituido  el  artículo  11  bis.-,  nuevo,  que  este

numeral propone, por el siguiente:
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“Artículo  11  bis.-  Sin  perjuicio  de  las

incompatibilidades establecidas en el artículo 6°, los integrantes titulares y suplentes

del Tribunal no podrán ser administradores, gerentes o trabajadores dependientes, ni

asesorar o prestar servicios profesionales, a personas naturales o jurídicas que hayan

tenido la calidad de parte en alguna causa que conoció el respectivo ministro, por el

plazo de un año contado desde que dicho ministro cesó en su cargo, salvo que la

dictación  de  la  sentencia  sobre  una  causa  que  hubiera  conocido  el  ministro  se

encontrare  pendiente,  en  cuyo  caso  el  término  de  un  año  se  contará  desde  la

notificación de la sentencia.

La infracción de esta prohibición será sancionada con

inhabilitación absoluta para desempeñar cargos públicos por el período de cinco años

y con una  multa  a  beneficio  fiscal  equivalente  al  último  año de  remuneraciones

percibidas  en  el  cargo,  sanciones  que  serán  aplicadas  por  la  Corte  Suprema  a

requerimiento de cualquier interesado.

El  requerimiento  a  que  alude  el  inciso  precedente

señalará con claridad y precisión los hechos que configuraren la infracción y a él se

acompañarán   o  se  ofrecerán,  si  fuera  el  caso,  los  medios  de  prueba  en  que  se

fundaren. Si el requerimiento no cumpliere estos requisitos, el pleno, convocado al

efecto, lo declarará inadmisible en cuenta, sin más trámite.

Admitido a tramitación el requerimiento el Presidente

de la Corte Suprema dará traslado de éste al inculpado, el que deberá ser evacuado

dentro  de  los  ocho  días  hábiles  siguientes  a  la  fecha  de  recepción  del  oficio

respectivo, que le será remitido junto con sus antecedentes por la vía que se estime

más expedita.

Evacuado el traslado o transcurrido el plazo previsto en

el  inciso  precedente,  el  Presidente  de  la  Corte  citará  a  una  audiencia  en  que  se
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recibirá la prueba que se hubiere ofrecido y designará el ministro ante el cual deberá

rendirse.  Efectuadas  las  diligencias  o  vencidos  los  plazos  sin  que  se  hubieren

evacuado, ordenará traer los autos en relación ante el pleno de la Corte Suprema,

especialmente convocado al efecto. La Corte Suprema sólo podrá decretar medidas

para mejor resolver una vez terminada la vista de la causa.

Cualquiera de las partes podrá comparecer ante la Corte

Suprema hasta antes de la vista de la causa.

La sentencia que acoja la sanción a que se refiere este

artículo, dará derecho a quien se estime afectado a interponer recurso de revisión del

fallo en que haya participado el sancionado, cuando considerare que su actuación y

decisión fue perjudicial a sus intereses.”.

o o o

A continuación, ha consultado el siguiente número 8),

nuevo:

“8) Modifícase el artículo 12, de la siguiente manera:

a) Incorpórase, en su inciso primero, la siguiente letra

e), nueva:

 

“e) Incurrir en cualquiera de los casos contemplados en

los incisos octavo y siguientes del artículo 6º.”.

b) Sustitúyese, en su inciso segundo, la frase “letras c)

y d)” por “ letras c), d) y e)”.”.

o o o
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Número 8)

Ha pasado a  ser  número 9),  reemplazado  por  el  que

sigue:

“9)  Sustitúyese  el  número  2)  del  artículo  18,  por  el

siguiente:

“2) Conocer, a solicitud de quien tenga interés legítimo,

o del Fiscal Nacional Económico, los asuntos de carácter no contencioso que puedan

infringir  las  disposiciones  de  la  presente  ley,  sobre  hechos,  actos  o  contratos

existentes o por celebrarse, para lo cual, podrá fijar las condiciones que deberán ser

cumplidas en tales hechos, actos o contratos;”.”.

Número 9)

Ha pasado a ser número 10), sustituido por el siguiente:

“10)  Introdúcense  las  siguientes  enmiendas  en  el

artículo 20:

a) Intercálanse, en su inciso segundo, a continuación de

la primera oración, las siguientes: “El requerimiento o demanda deberá contener la

exposición clara y determinada de los hechos, actos o convenciones que infringirían

la presente ley e indicar el o los mercados en que incidiría la presunta infracción. En

el evento que la demanda o requerimiento no contenga las indicaciones señaladas

previamente  o  cualquiera  otra  de  las  exigidas  por  el  artículo  254 del  Código de

Procedimiento Civil y demás reglas aplicables, el tribunal dará un plazo de tres días

hábiles para que el demandante o requirente subsane dichas omisiones. Vencido el
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plazo  anterior  sin  haber  sido  subsanadas  las  omisiones,  el  tribunal  mediante

resolución fundada podrá no admitir a tramitación la demanda o el requerimiento.”.

b) Sustitúyese, en el inciso tercero, la expresión “dos”

por “tres”.

c)  Intercálase,  a  continuación  del  inciso  tercero,  el

siguiente inciso cuarto, nuevo:

“Sin perjuicio de lo anterior, las acciones para perseguir

las conductas previstas en la letra a) del artículo 3° prescribirán en el plazo de cinco

años, y el cómputo de la prescripción no se iniciará mientras se mantengan en el

mercado los efectos imputables a la conducta objeto de la acción.”.”.

Número 10)

Ha pasado a ser número 11), sustituido por el siguiente:

“11)  Introdúcense  las  siguientes  modificaciones  al

artículo 21:

a) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo:

“La  resolución  que  reciba  la  causa  a  prueba  deberá

notificarse por cédula. Transcurridos 30 días hábiles, contados desde la dictación de

dicha resolución sin que ésta se hubiere notificado, el Tribunal procederá a notificarla

de conformidad con el inciso cuarto.”.

b)  Reemplázase  el  inciso  segundo,  que  pasa  a  ser

tercero, por los siguientes:
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“Las  sentencias  definitivas  deberán  notificarse

personalmente o por cédula.

Las demás resoluciones serán notificadas por cualquier

medio seguro que las  partes  de común acuerdo fijen y en subsidio por el  estado

diario.  En  el  caso  de  que  opten  por  medios  electrónicos,  la  notificación  deberá

suscribirse mediante firma electrónica avanzada.”.

c) Suprímese su actual inciso tercero.”.

Número 11)

Ha pasado a ser número 12), sin modificaciones.

Número 12)

Ha  pasado  a  ser  número  13),  con  las  siguientes

enmiendas:

Letra a)

La ha sustituido, por la siguiente:

“a)  Intercálanse,  en  la  letra  c),  a  continuación  de  la

palabra “anuales”, las frases “y, en el caso de sancionar una conducta prevista en la

letra  a)  del  artículo  3°,  hasta  por  una  suma  equivalente  a  treinta  mil  unidades

tributarias anuales”, y las siguientes oraciones tercera y cuarta, nuevas: “Las multas

aplicadas a personas naturales no podrán pagarse por la persona jurídica en la que

ejercieron funciones ni por los accionistas o socios de la misma. Asimismo, tampoco

11



podrán  ser  pagadas  por  cualquiera  otra  entidad  perteneciente  al  mismo  grupo

empresarial en los términos señalados por el artículo 96 de la Ley de Mercado de

Valores, ni por los accionistas o socios de éstas.”.

Letra b)

La ha reemplazado, por la que sigue:

“b) Sustitúyese su inciso tercero, por el siguiente:

“Para la determinación de las multas se considerarán,

entre  otras,  las  siguientes  circunstancias:  el  beneficio  económico  obtenido  con

motivo de la infracción, la gravedad de la conducta,  la calidad de reincidente del

infractor y,  para los efectos  de disminuir  la multa,  la colaboración que éste haya

prestado a la Fiscalía antes o durante la investigación.”.”.

o o o

Ha  consultado  un  número  14),  nuevo,  del  siguiente

tenor:

“14) Suprímese el inciso final del artículo 27.”.

o o o

Número 13)

Ha pasado a ser número 15), sustituido por el que sigue:
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“15) Modifícase el artículo 31, en el siguiente sentido:

a)  Sustitúyense  los  numerales  1)  y  2)  del  inciso

primero, por los siguientes numerales 1), 2) y 3), pasando los actuales numerales 3) y

4) a ser 4) y 5), respectivamente:

“1)  El  decreto  que  ordene  la  iniciación  del

procedimiento se publicará en el Diario Oficial y en el sitio de Internet del Tribunal y

se notificará,  por oficio,  a  la Fiscalía  Nacional  Económica,  a las  autoridades  que

estén directamente concernidas y a los agentes económicos que, a juicio exclusivo

del Tribunal, estén relacionados con la materia, para que, en un plazo no inferior a

quince  días  hábiles,  éstos  y  quienes  tengan  interés  legítimo  puedan  aportar

antecedentes. 

Tratándose  de  materias  que  se  relacionen

especialmente con zonas determinadas, podrá ordenar que la notificación también se

practique mediante la publicación de un aviso en los periódicos locales respectivos.

El  Tribunal  arbitrará  siempre  las  condiciones

necesarias para que todos los intervinientes puedan imponerse del expediente.

2) Vencido el plazo anterior, quienes hayan ejecutado o

celebrado,  o  se  propongan  ejecutar  o  celebrar  los  hechos,  actos  o  contratos

consultados, podrán evaluar las recomendaciones que hubiere efectuado la Fiscalía

Nacional Económica en la etapa de aporte de antecedentes y comunicar por escrito al

Tribunal su concordancia  con las mismas.

3)  Vencido  el  plazo  señalado  en  el  numeral  1,  el

Tribunal deberá citar a una audiencia pública, la cual se llevará a efecto dentro de un

plazo no inferior a quince días ni superior a treinta días contado desde la notificación,

la que se practicará mediante un aviso publicado en el Diario Oficial y en el sitio de
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Internet  del  Tribunal,  para  que  quienes  hubiesen  aportado  antecedentes  puedan

manifestar su opinión.

En caso de efectuarse la comunicación a que se refiere

el numeral 2, el Tribunal tendrá un plazo de quince días para citar a la audiencia

pública, contados desde que haya sido recibida dicha comunicación, la que deberá

llevarse a efecto de conformidad con lo señalado en el párrafo precedente.”.

b)  En  su  inciso  final,  reemplázase  la  oración  “Las

resoluciones  que fijen  condiciones  que deban ser  cumplidas  en actos  o contratos

podrán también  ser objeto de recurso de reclamación.”,  por “Las resoluciones  de

término,  sea  que  fijen  o  no  condiciones,  sólo  podrán  ser  objeto  del  recurso  de

reclamación  a  que  se refiere  el  artículo  27.  Dicho recurso  deberá  ser  fundado y

podrán interponerlo el o los consultantes, el Fiscal Nacional Económico y cualquiera

de los terceros que hubieren aportado antecedentes de conformidad con lo dispuesto

en el numeral 1.”.”.

Número 14)

Ha pasado a ser número 16), modificado como sigue:

-  En  el  primer  inciso  sustitutivo  propuesto,  ha

reemplazado la expresión “Durará tres años” por “Durará cuatro años”, y eliminado

la oración que se inicia con las palabras “Al término del primer período trienal”.

- Ha reemplazado el tercer inciso sustitutivo propuesto,

por el siguiente:

“La remoción por las causales señaladas en las letras c)

y d) será dispuesta por el Presidente de la República, con el informe favorable de la
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Corte  Suprema,  a  requerimiento  del  Ministro  de  Economía,  Fomento  y

Reconstrucción. El informe favorable deberá ser emitido por el pleno de la Corte,

especialmente convocado al efecto, y deberá reunir el voto conforme de la mayoría

de sus miembros en ejercicio.”.

Número 15)

Ha  pasado  a  ser  número  17),  con  las  siguientes

enmiendas:

Letra f)

- Ha sustituido, en su encabezamiento, la frase “letras

n), ñ), o), p), q) y r), nuevas, pasando la actual n) a ser s)” por “letras n) y ñ), nuevas,

pasando la actual n) a ser o)”.

- Ha eliminado las letras n), ñ) y o).

-  Ha  introducido  las  siguientes  modificaciones  en  la

letra p), que pasa a ser n):

i. En su párrafo primero, ha intercalado, a continuación

de la expresión “mediante petición fundada”, la frase “y con la aprobación previa del

Tribunal de Defensa de la Libre Competencia”.

ii.  Ha  intercalado  los  siguientes  párrafos  segundo  y

tercero, nuevos: 
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“La circunstancia de haber concurrido a la aprobación

referida precedentemente, no será causal de inhabilidad de los ministros del Tribunal

de Defensa de la Libre Competencia para conocer del proceso.

Para otorgar la autorización a que se refiere el párrafo

primero,  el  Ministro  de  Corte  de  Apelaciones  deberá  verificar  la  existencia  de

antecedentes  precisos  y  graves  acerca  de  la  existencia  de  prácticas  de  colusión,

reunidos por la Fiscalía con anterioridad a la solicitud de autorización para hacer uso

de las facultades de esta letra. En la autorización, se deberá especificar con precisión,

la  singularización  de  las  medidas,  el  tiempo  por  el  cual  podrán  ejercerse  y  las

personas a las que dichas medidas pueden afectar.”.

iii. Ha reemplazado el párrafo segundo, que pasa a ser

cuarto, por el siguiente: 

“El ejercicio de las facultades conferidas en el párrafo

primero, deberá sujetarse a los requisitos y formalidades establecidos en los artículos

205;  207;  208;  209,  incisos  primero,  segundo  y  tercero,  no  siendo  aplicable  la

remisión  de  los  antecedentes  al  fiscal  regional  para  los  efectos  previstos  en  este

último inciso; 210; 212 a 214, y 216 a 225, salvo el inciso tercero del artículo 222,

del  Código  Procesal  Penal.  Sin  perjuicio  de  lo  anterior,  la  Fiscalía  no  podrá

interceptar las comunicaciones entre el sujeto investigado y aquellas personas que,

por  su  estado,  profesión  o  función  legal,  como  el  abogado,  medico  o  confesor,

tuvieren el deber de guardar el secreto que se les hubiere confiado.”.

iv.  Ha  incorporado  los  siguientes  párrafos  quinto  a

octavo, nuevos: 

“Las expresiones “fiscal” o “Ministerio Público” a que

hacen referencia las disposiciones del Código Procesal Penal, se entenderán hechas,

para los efectos de la presente ley, al “Fiscal Nacional Económico”. Las referencias a
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“juez”  o “juez  de garantía”,  se entenderán  efectuadas  al  Ministro de la  Corte  de

Apelaciones señalado en el párrafo primero de este literal;  las alusiones a “juicio

oral” se entenderán al “procedimiento”, y las efectuadas a “imputado” se entenderán

hechas al “afectado”.

En caso que la Fiscalía no cumpliere con alguno de los

requisitos  o  formalidades  indicados  en  el  párrafo  cuarto,  los  afectados  podrán

reclamar ante el Ministro de Corte de Apelaciones a que se refiere el párrafo primero,

el que resolverá de forma inmediata, en una sola audiencia, sin forma de juicio y

oyendo a las partes.

Los  resultados  de  las  actuaciones  establecidas  en  el

párrafo  primero,  no  podrán  ser  utilizados  como  medios  de  prueba  en  el

procedimiento ante el Tribunal,  cuando el  desempeño o ejercicio de ellas hubiere

tenido lugar fuera de los supuestos establecidos en la ley o cuando no se hubieren

cumplido los requisitos previstos para su procedencia y hubiere sido declarado así, en

la forma señalada en el párrafo precedente, por el Ministro de Corte de Apelaciones

allí referido.

Los  antecedentes  que  se  obtengan  en  virtud  del

ejercicio de las facultades contenidas en esta letra, no podrán ser utilizados por la

Fiscalía  en  ninguna  otra  investigación,  salvo  que  medie  una  nueva  autorización

judicial;”.

Letra q)

Ha pasado a ser letra ñ), sustituyéndose el punto y coma

(;) que figura al final del párrafo segundo, por la expresión “, y”.
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Letra r)

La ha eliminado.

Número 16)

Ha  pasado  a  ser  número  18),  con  las  siguientes

enmiendas al artículo 39 bis.-, que se propone:

- Ha eliminado, en el numeral 3.- del inciso segundo, la

frase “,  salvo que la Fiscalía decidiera que su participación es indispensable para

preservar la eficacia de la investigación”.

- Ha intercalado, en el inciso quinto, a continuación de

la expresión “reducción de la misma”, la frase “, salvo que se acredite durante el

proceso que dicho acreedor fue el organizador de la conducta ilícita”.

-  Ha  agregado  un  inciso  final,  nuevo,  del  siguiente

tenor:

“Quien alegue la existencia de la conducta prevista en

la letra a) del artículo 3°, fundado a sabiendas en antecedentes falsos o fraudulentos

con  el  propósito  de  perjudicar  a  otros  agentes  económicos  acogiéndose  a  los

beneficios de este artículo, será sancionado conforme a lo establecido en el artículo

210 del Código Penal.”.

o o o

Luego, ha consultado los siguientes números 19) y 20),

nuevos:
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“19) En el artículo 41, incorpórase, a continuación del

punto  aparte  (.),  que  pasa  a  ser  punto  seguido  (.),  la  siguiente  oración:  “Para

determinar si corresponde investigar o desestimar las denuncias que se formulen, la

Fiscalía  podrá  solicitar,  dentro  del  plazo  de  60  días  de  recibida  la  denuncia,

antecedentes a particulares, como también llamar a declarar a cualquier persona que

pudiere tener conocimiento del hecho denunciado. La entrega de antecedentes y la

prestación  de  declaración  señaladas  previamente  serán  siempre  voluntarias,  y  la

Fiscalía Nacional Económica no podrá ejercer el apercibimiento previsto en el inciso

primero del artículo 42 mientras no haya iniciado formalmente una investigación.”.

20)  Modifícase  el  artículo  42,  en  los  siguientes

términos:

a) En el inciso tercero, reemplázase la expresión “letras

a), g) y h) del artículo 39” por “letras a), g), h) y n) del artículo 39, y en el artículo

41”.

b) Sustitúyese el inciso cuarto, por el siguiente:

“La infracción a esta prohibición se castigará con las

penas indicadas  en los artículos  246, 247 y 247 bis del  Código Penal,  y con las

sanciones disciplinarias que puedan aplicarse administrativamente por la misma falta.

Asimismo, serán aplicables las normas de responsabilidad funcionaria y del Estado

contempladas  en  la  ley  Nº  19.880,  en  el  decreto  con  fuerza  de  ley  N°  29,  del

Ministerio  de  Hacienda,  de  2005,  que  fija  el  texto  refundido,  coordinado  y

sistematizado  de  la  ley  N°  18.834, sobre  Estatuto  Administrativo, y  en  la  ley  

N° 18.575, sobre Bases Generales de la Administración del Estado.”.”.
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Artículo 2°.-

Número 1)

Ha suprimido la frase “inciso segundo del”.

Artículo primero transitorio.-

Ha eliminado la frase “y el artículo 39 bis, nuevo,”.

Artículo segundo transitorio.-

En el inciso segundo, ha reemplazado la referencia al

año “2012” por otra al año “2014”.

Artículo tercero transitorio.-

Lo ha sustituido, por el siguiente:

“Artículo  tercero  transitorio.-  Las  modificaciones

introducidas  por  el  numeral  3)  del  artículo  1°,  serán  aplicables  a  los  integrantes

titulares del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia a contar del 12 de mayo de

2010.”.

Artículo quinto transitorio.-

Ha sustituido la referencia al año “2007” por otra al año

“2009”.

- - -
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Hago presente a Vuestra Excelencia que este proyecto de

ley fue aprobado, en general, con el voto afirmativo de 23 señores Senadores, de un

total de 38 en ejercicio.

En particular, los numerales 2), letra b) –que pasa a ser

c)-; 7); 11) –que pasa a ser 12)-, letra c), y 15) –que pasa a ser 17)-, letras a) y p) –que

pasa a ser n)-, todos del artículo 1°, fueron aprobados con el voto favorable de 24

señores  Senadores,  de  un  total  de  38  en  ejercicio,  dándose  así  cumplimiento  a  lo

dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 66 de la Constitución Política de

la República.

Lo que comunico a Vuestra Excelencia en respuesta a

su oficio Nº 7.177, de 18 de diciembre de 2007.

Acompaño la totalidad de los antecedentes.

Dios guarde a Vuestra Excelencia.

JOVINO NOVOA VÁSQUEZ
       Presidente del Senado

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS
       Secretario General del Senado
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